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Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que reforma el título I, Libro Tercero, del Código de Procedimiento Civil, suspendiendo el remate de bienes para garantizar derechos de terceros.
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Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en moción de los señores Pérez, don Aníbal; Encina, don Francisco; Ferrada, don Luis Valentín, y Gajardo, don Rubén.


	Han adherido a esta moción los señores Villouta, don Edmundo; Valcarce, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Ojeda, don Sergio; León, don Roberto, y Huenchumilla, don Francisco.


Fundamento del proyecto.


	Expresan los autores de este proyecto que las normas relativas al juicio ejecutivo se basan en un principio básico, principio “pro creditore”, que otorga preeminencia al acreedor sobre el deudor en toda la tramitación ejecutiva.


	Con todo, la existencia y aplicación de este principio no excluye que se garanticen de la mejor forma posible los derechos de terceros ajenos al juicio, especialmente los que se pueden ver afectados por medidas cautelares sobre sus bienes en vez de los bienes del deudor. 


	Es el caso concreto del embargo de bienes muebles de un tercero que habita en el mismo techo del deudor y que, por su uso común, se hace extremadamente difícil de identificar a su propietario.


	Reconociendo que esta situación se resuelve a través del procedimiento de  las tercerías, destacan que éstas, especialmente la de dominio, no siempre suspenden el procedimiento de apremio, lo que implica en definitiva el remate del bien embargado, que no es del deudor, con grave perjuicio para el verdadero propietario.


Idea matriz o fundamental y contenido del proyecto.


	La idea matriz o fundamental del proyecto, esto es, la situación o materia que se desea abordar por su intermedio y a cuya solución tiende esta iniciativa legal, es la protección de los derechos de los terceros que, no siendo parte en un juicio ejecutivo, sufren el embargo de bienes muebles de su propiedad para responder, en definitiva, al pago de obligaciones ajenas.


	Para materializar la idea anterior, se propone un proyecto de ley que consta de un artículo único, modificatorio de los artículos 450, 521 y 523 del Código de Procedimiento Civil, ubicados dentro de las normas relativas al juicio ejecutivo, con la finalidad de:


	1) Dejar constancia en el acta de embargo de bienes muebles, de la oposición que haga un tercero al embargo de un bien mueble, alegando que es de su  propiedad, y de los antecedentes que presente para fundamentar su derecho.


	2) Permitir al tercerista obtener la cancelación del embargo decretado sobre los bienes cuyo dominio pretende, ofreciendo caución suficiente, a juicio del tribunal, de responder al crédito del embargante en caso de que no probare su propiedad sobre los bienes embargados.


	3) Suspender el procedimiento de apremio cuando en el acta de embargo conste la oposición de un tercero alegando ser dueño del bien mueble embargado.


	4) Señalar que, en todo caso, la tercería de dominio suspenderá la causa principal cuando se pronuncie la sentencia de remate.�


Discusión y aprobación en general del proyecto.


	La Comisión inició el estudio en general del proyecto con una exposición de uno de sus autores, el diputado señor Aníbal Pérez, quien expresó que uno de los objetivos básicos del proyecto era permitir la suspensión de los remates de bienes embargados cuando estos aparecen, por antecedentes que lo fundamenten, como de propiedad de terceros.


	Explicó que, de acuerdo con el procedimiento vigente, un receptor judicial que embarga bienes lo hace respecto de todos los que guarnecen la casa habitación del deudor, sin tomar en consideración si éstos son o no de su propiedad. Esta circunstancia, que se repite con frecuencia, se agrava si se toma en cuenta que en la actualidad, especialmente en los sectores más modestos, es muy común que existan familias que viven de allegadas en otros  hogares, con sus propios enseres, las que, en el momento del embargo, no están en condiciones de probar que el bien mueble es de su propiedad y no del deudor ejecutado.


	Recordó que el embargo es la actividad jurisdiccional desarrollada en la ejecución forzosa, mediante la cual se persigue la individualización de bienes suficientes del patrimonio del deudor, declarándolos sujetos a la ejecución, para proporcionar al acreedor una cantidad de dinero, bien directamente, porque pudo ser habido, o bien a través de la realización de otros elementos patrimoniales susceptibles de convertirse en dinero.


	Lo lógico es que la traba de embargo se efectúe sobre elementos patrimoniales determinados, siempre que pertenezcan al deudor, porque es sobre los bienes de éste que el acreedor tiene un derecho de prenda general. Este derecho, consagrado en el artículo 2465 del Código Civil, le permite perseguir la ejecución de su obligación sobre todos los bienes raíces o muebles del deudor, sean presentes o futuros, exceptuándose sólo los no embargables.� 


	Le parece razonable, por todo ello, contemplar en la ley los debidos resguardos en favor de los terceros que se ven afectados por un embargo improcedente. Debe haber un justo equilibrio entre el derecho del acreedor y la garantía del debido proceso en favor del tercero ajeno al juicio, al cual, al menos, debe asegurársele una adecuada defensa y la producción de la prueba que correspondiere. No es posible que, en aras de los derechos del acreedor,  el bien de un tercero, totalmente ajeno a la deuda, sea rematado, a pesar de que después se compruebe que no era del deudor principal.


	Algunos señores diputados, no obstante estar de acuerdo en la suspensión del procedimiento de apremio, fueron partidarios de fijar un plazo al tercero para interponer la respectiva tercería, bajo apercibimiento de proseguir con la ejecución si no hace, con el fin de no entorpecer la marcha regular del proceso y evitar también oposiciones infundadas.


	En cuanto a la posibilidad de que el tercerista, esto es, la persona afectada por el embargo de un bien de su propiedad para responder al pago de una deuda que no es suya, pueda obtener la cancelación del embargo, ofreciendo caución de responder al crédito del embargante, la mayoría de la Comisión fue partidaria de conferirle el mismo derecho que hoy en día tiene el deudor principal, según el artículo 457 del Código de Procedimiento Civil, de sustituir el embargo, consignando una cantidad suficiente para el pago de la deuda y las costas.


	Cerrado el debate y puesto en votación general el proyecto, se le prestó aprobación por la unanimidad de los señores diputados presentes.


	Para resolver de esta forma, vuestra Comisión tuvo presente, al  margen de las consideraciones ya formuladas, la circunstancia de ser el proyecto  idóneo, desde un punto de vista constitucional, para satisfacer sus objetivos,  en la medida que se requiere de una ley para tales efectos, con arreglo a los artículos 19, N° 3°, y 60, N° 2), de la Constitución.


	Tales preceptos consagran el principio de la legalidad de los procedimientos judiciales, el deber del legislador de consagrar siempre las garantías de un racional y justo  procedimiento y la codificación procesal de estas materias.


	En cuanto el proyecto modifica el Código de Procedimiento Civil y algunas disposiciones del procedimiento ejecutivo, es propio de ley.


Discusión y votación en particular del proyecto.


	Durante la discusión en particular, el proyecto fue objeto de diversas enmiendas, quedando redactado, en definitiva, en los términos que se indican en el texto que figura al final de este informe.


	Las modificaciones que se acordó introducir al Código de Procedimiento Civil son las siguientes:


	1) En el inciso tercero del artículo 450, que se refiere a las menciones que debe contener el acta de embargo de bienes muebles, se agrega una nueva, con el fin de dejar constancia en ella de “toda oposición que haga un tercero alegando ser dueño o poseedor del bien mueble embargado, y los antecedentes que presente para fundamentar su derecho”.�


	2) En el artículo 521, relativo a la forma en que se tramita la tercería de dominio�, se agrega un inciso segundo, con el fin de conferir al tercerista los mismos derechos que el artículo 457 concede al deudor principal, esto es, sustituir el embargo en cualquier estado del juicio, consignando una cantidad suficiente para el pago de la deuda y las costas.


	3) En el artículo 523, que se refiere a las menciones que debe contener la tercería de dominio y los casos en que ella suspende el procedimiento de apremio, se intercala un inciso segundo, del siguiente tenor: “Si consta en el acta de embargo la oposición que haga un tercero relativa al dominio sobre el bien mueble embargado, se suspenderá el procedimiento de apremio. En tal caso, quien se pretenda dueño deberá presentar la correspondiente tercería de dominio o de posesión, en un plazo de quince días desde que se hizo efectivo el embargo. Si no es presentada dentro del plazo establecido, el juez mandará seguir adelante con el procedimiento de apremio.”


	Las dos primeras modificaciones fueron aprobadas por unanimidad. La última, por diez votos a favor y uno en contra.


Constancias reglamentarias.


	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:


	-- No hay artículos que deban ser calificados como normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado, por tratarse de preceptos que dicen relación con modificaciones al Código de Procedimiento Civil y que, a mayor abundamiento, no inciden en la organización ni en las atribuciones de los tribunales.


	-- No hay normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda, en la medida que el proyecto no irroga gastos para el Erario Nacional ni tiene una incidencia financiera o presupuestaria que sea posible cuantificar.


	-- El proyecto fue aprobado en general por unanimidad, por lo que no hay opiniones disidentes que consignar. Esta circunstancia hará que la discusión general de este proyecto en la Sala se limite, en los términos previstos en el artículo 84 del Reglamento.


Texto del proyecto aprobado


	En mérito de las consideraciones expuestas y por las que os dará a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente


Proyecto de ley:


	Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:


	1) Agrégase en el inciso tercero del artículo 450, a continuación de la palabra posible, precedida de coma (,), la siguiente oración: “y toda oposición que haga un tercero alegando ser dueño o poseedor del bien mueble embargado, y los antecedentes que presente para fundamentar su derecho”.


	2) Agrégase el siguiente inciso al artículo 521:


	“El tercerista tendrá los mismos derechos que el artículo 457 concede al deudor principal.”


	3) Intercálase en el artículo 523, como inciso segundo, el siguiente:


	“Si consta en el acta de embargo la oposición que haga un tercero relativa al dominio sobre el bien mueble embargado, se suspenderá el procedimiento de apremio. En tal caso, quien se pretenda dueño deberá presentar la correspondiente tercería de dominio o de posesión, en un plazo de quince días desde que se hizo efectivo el embargo. Si no es presentada dentro del plazo establecido, el juez mandará seguir adelante con el procedimiento de apremio.”


	Se designó Diputado Informante al señor Aníbal Pérez Lobos.


	Sala de la Comisión, a 23 de noviembre de 1994.








	Acordado en sesiones de fechas 11 de octubre y 23 de noviembre de 1994, con asistencia de los señores Elgueta (Presidente), Cardemil, Chadwick, Espina, Ferrada, Gajardo, Longton, Martínez Ocamica, Pérez Lobos, Pérez Varela, Ribera, Viera-Gallo, Walker y señora Wörner.








Adrián Alvarez Alvarez


Secretario de la Comisión








	


	








 








	


	














� En el juicio ejecutivo, la sentencia es de remate cuando el embargo ha sido trabado sobre bienes distintos de la especie o cuerpo debido o del dinero.


� Es claro que, en el momento que se vaya a realizar la afectación de los bienes del ejecutado pueden hallarse en su patrimonio elementos pertenecientes a terceras personas y que, por tal motivo, no deben ser trabados al objeto de hacer efectiva la responsabilidad por la que se sigue la ejecución. Con todo, exigir una acreditación fehaciente de la titularidad de todos y cada uno de los bienes en poder del deudor, sería sencillamente hacer inviable la ejecución forzosa. Pero tampoco cabe trabar lisa y llanamente embargo sobre todo elemento patrimonial que se encuentre en poder del deudor, ni siquiera aduciendo que los terceros se encuentran en todo caso protegidos, a través del cauce de la tercería de dominio o de la de posesión, para obtener la desafectación de un bien de su propiedad indebidamente embargado. La lógica y el buen sentido llevan a entender que la medida para la salvaguarda de los intereses del acreedor ejecutante y de los terceros, cuyos bienes se hallen en poder del deudor o confundidos con los de éste, habría de ser la acreditación de titularidad ajena: no podrá, pues, afectarse un bien cuando se acredite fundadamente que no pertenece al ejecutado. V. CORTES, V. GIMENO, V. MORENO Y J. ALMAGRO, “DERECHO PROCESAL”, tomo I (Vol. II) págs. 449 y sgtes. Ed.Tirante Lo Blanche, Barcelona, 1991.


� El inciso, con esa adición, quedaría redactado así: “Tratándose del embargo de bienes muebles, el acta deberá indicar su especie, calidad y estado de conservación y todo otro antecedente o especificación necesarios para su debida singularización, tales como, marca, número de fabrica y de serie, colores y dimensiones aproximadas, según ello sea posible, y toda oposición que haga un tercero alegando ser dueño o poseedor del bien mueble embargado, y los antecedentes que presente para fundamentar su derecho. En el embargo de bienes inmuebles, éstos se individualizarán por su ubicación y los datos de la respectiva inscripción de dominio.”


� En el juicio ejecutivo, la tercería “es un procedimiento accesorio en el cual una tercera persona, distinta del ejecutante y ejecutado, hace valer un derecho que obsta al pago total o parcial del ejecutante con los bienes embargados.


La tercería de dominio tiene lugar cuando un extraño a la ejecución interviene alegando dominio sobre los bienes embargados.


La tercería de posesión tiene lugar cuando un extraño a la ejecución interviene por vía incidental, pidiendo se respete su posesión y se alce el embargo porque, al momento de efectuarse, los bienes en que recayó la traba se encontraban en su poder y debían presumirse de su dominio.
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